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Introducción 

En el presente trabajo se pretende desarrollar un análisis respecto del proceso de expropiación 

predial vía judicial, su desarrollo normativo obligaciones de las partes y procedimientos 

establecidos en nuestro actual ordenamiento jurídico colombiano. Para lo cual se analizará el 

marco histórico de regulación de la propiedad privada en Colombia, además de esto se hará 

un análisis detallado acerca de cuáles son las causales que otorgan al estado la facultad de 

expropiación.  

Este trabajo tiene como objetivo dar a entender la importancia que tiene este proceso en 

nuestra actual legislación y para eso se formulan las siguientes preguntas: ¿Cuál es la 

normatividad actual, desde el punto de vista civil de un proceso de expropiación? ¿Cuáles 

son los beneficios y la importancia en la sociedad de este proceso? ¿Cómo se llega a un 

proceso de expropiación predial vía judicial? ¿Cuáles son y desventajas de este? 

En virtud de lo anterior, el análisis del proceso de expropiación predial vía judicial, sus 

causales y normas que lo regulan en el ordenamiento civil son el objeto central de la presente 

monografía. Se tendrán en cuenta definiciones, normas vigentes, jurisprudencia y análisis de 

casos para exponer a detenimiento este proceso.  Se realizará un recorrido histórico por 

nuestra legislación, hasta llegar a la normatividad actual.  

Se precisa que la idea de la presente monografía es dejar claro el marco histórico y normativo 

del proceso de expropiación judicial en Colombia, culminando con una opinión respecto de 

la importancia que este tiene en nuestra actual legislación, así mismo exponer las causales 

que llevan a una entidad a realizar un proceso de expropiación vía judicial.  

Por otra parte, el trabajo contendrá una serie de reflexiones respecto del proceso de 

expropiación regulado en nuestro actual código general de proceso y que tiene que hacer la 

administración pública en aras de garantizar y aplicar de manera efectiva el mismo.  

A partir de desarrollo jurisprudencial, el presente trabajo busca determinar la importancia de 

la adquisición de predios y como esto contribuye al desarrollo de la ciudad, así mismo se 

pretende hacer una critica sobre como este proceso puede llegar afectar de manera negativa 

a las personas que se ven afectadas con el desarrollo de una obra en donde es necesario la 

compra de su predio.  
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En virtud de lo anterior, el estudio y análisis detallado del proceso de expropiación predial 

vía judicial es el objetivo del presente trabajo. El desarrollo del proceso de expropiación es 

necesario para el desarrollo territorial de nuestras ciudades, no obstante, muchas veces los 

dueños de los predios ven vulnerado su derecho a la propiedad y es donde se general el 

conflicto que se pretende desarrollar.  

PREGUNTA DE INVESTIGACIÓN 

Con el presente trabajo se pretende dar solución a la siguiente pregunta de investigación: 

¿Cómo se desarrolla el proceso de expropiación predial judicial en el ordenamiento jurídico 

colombiano? 

OBJETIVOS DE LA INVESTIGACION 

OBJETIVO GENERAL: 

El presente trabajo, tiene como principal objetivo enlazar el tema del proceso de expropiación 

predial por vía civil con el desarrollo de mi pasantía durante los meses que ejecute dicho 

trabajo en el consejo de Bogotá. Dejando claro el marco normativo, como se ejecuta este por 

parte de la administración especialmente en Bogotá que fue el mayor acercamiento que tuve.  

OBJETIVOS ESPECIFICOS: 

• Con este trabajo se pretende dejar claro toda la historia del proceso de expropiación. 

• Cuál es la legislación actual. 

• así mismo explicar como esta regulado este en el código general del proceso, dejando 

claro que el proceso de expropiación juega un papel primordial en el desarrollo 

urbanístico de la ciudad, y que mediante este proceso se busca garantizar un gran 

beneficio que logre favorecer a un amplio sector de la sociedad.  

• Determinar los tipos de perjuicios que sufren las personas propietarias de los predios, 

así como también terceros que se ven involucrados en este proceso.  

MARCO TEORICO 

El estudio para la realización de este trabajo será de corte analítico, teórico y su principal 

fuente será la documental. 



5 
 

Antecedentes: consultar información previa acerca de la normatividad del proceso de 

expropiación vía civil, así mismo estudiar casos que se han venido presentando en Bogotá 

con el desarrollo de este proceso. 

Bases teóricas: a partir de la información recogida, podemos establecer: 

• Marco Normativo. 

• Legislación actual. 

• Identificar cuales son las autoridades facultadas para iniciar un proceso de 

expropiación.  

• Identificar quienes son los destinatarios de un proceso de expropiación.  

• Cuáles son los beneficios de un proceso de expropiación. 

• Como se toma la decisión de si el proceso de llevara acabo por vía administrativa o 

judicial.  

Diseño del plan de datos: 

1. Gestión de datos. La información se obtendrá de las principales páginas web, de 

conocimiento público de la nación.  

2.  Obtención de datos. Se realizará un registro del dato obtenido por medio en forma 

textual. 

Conceptos claves: Expropiación, Ley, enajenación voluntaria, Declaratoria de utilidad 

pública, indemnización, acto administrativo, acción judicial, Recurso en vía judicial.  

 

Desarrollo 

MARCO NORMATIVO 

Colombia ha sido un estado que desde su formación normativa se ha caracterizado por ser 

garantista de la propiedad privada al menos en lo que tiene que ver con su desarrollo 

constitucional y normativo en general, como hitos más relevantes encontramos nuestra carta 

política de 1886, la Ley 200 de 1936 de Reforma Agraria y nuestra actual Carta Magna. 

En la Constitución de 1986 específicamente sus artículos 31 al 33, contempla todo un 

desarrollo como garante de la propiedad privada haciendo énfasis que solo en casos extremos 
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en los que el interés privado deba ceder al particular por el bien común, se permite que el 

estado adquiera o expropie los bienes privados. Agrega la norma que solo en caso de guerra 

se permite la ocupación temporal de bienes de los particulares. 

Por su parte la Ley 200 de 1936 norma inminentemente agraria, buscaba no solo que el estado 

pudiere acceder al territorio para cumplir con sus fines esenciales, sino que le permitía 

adquirir tierras ociosas a través de la extinción de dominio para ponerlas a disposición del 

campesinado quien la sembraría, rompiendo un poco con la hegemonía terrateniente existente 

en el país hasta nuestros días. Este avance normativo conlleva una modificación del artículo 

31 de la CPN de 1986 mediante el Acto Legislativo de 01 de 1936, el cual en su artículo 10 

establecía “Se garantizan la propiedad privada y los demás derechos adquiridos con justo 

título, con arreglo a las leyes civiles, por personas naturales o jurídicas, los cuales no pueden 

ser desconocidos ni vulnerados por leyes posteriores. Cuando de la aplicación de una ley 

expedida por motivos de utilidad pública o interés social, resultaren en conflicto los derechos 

de particulares con la necesidad reconocida por la misma ley, el interés privado deberá ceder 

al interés público o social”. 

la Constitución de 1991 en su artículo 58 señala “Se garantizan la propiedad privada y los 

demás derechos adquiridos con arreglo a las leyes civiles, los cuales no pueden ser 

desconocidos ni vulnerados por leyes posteriores. Cuando de la aplicación de una ley 

expedida por motivos de utilidad pública o interés social, resultaren en conflicto los derechos 

de los particulares con la necesidad por ella reconocida, el interés privado deberá ceder al 

interés público o social. La propiedad es una función social que implica obligaciones. Como 

tal, le es inherente una función ecológica. El Estado protegerá y promoverá las formas 

asociativas y solidarias de propiedad. Por motivos de utilidad pública o de interés social 

definidos por el legislador, podrá haber expropiación mediante sentencia judicial e 

indemnización previa. Esta se fijará consultando los intereses de la comunidad y del 

afectado. En los casos que determine el legislador, dicha expropiación podrá adelantarse 

por vía administrativa, sujeta a posterior acción contenciosa-administrativa, incluso 

respecto del precio” (Constitución Política de Colombia. Art. 58 de julio de 1991) 

Este avance normativo pareciere una fusión del espíritu de la CPN de 1986 junto con la Ley 

200 de 1936 manteniendo el respeto por la propiedad privada, pero señalando adicionalmente 
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que la tierra debe cumplir una función social lo que implica que los intereses de los 

particulares deban ceder al bien común siempre y cuando exista un interés público o social 

comprobado, cuya enumeración taxativa desarrollaría el país en las leyes 9ª de 1989 y 388 

de 1997 principalmente. 

Por su parte la ley 388 de 1997, simplificarían y pulirían los motivos de utilidad pública para 

acceder al procedimiento de enajenación voluntaria y expropiación introduciendo la figura 

de la expropiación administrativa mediante la declaratoria de condiciones de urgencia. 

dejando vigente únicamente lo referente a la elaboración y presentación de la oferta de 

compra, sobre la cual hablaremos más adelante, así como lo atinente a las causales que dan 

lugar a iniciar al proceso de expropiación judicial contenida en los artículos 20 y siguientes 

ibidem.  

Por su parte como se dijo anteriormente, el artículo 58 de la CPN recoge los antecedentes 

normativos, garantizando a propiedad privada, por un lado, y por el otro advirtiendo sobre la 

función social que debe cumplir la tierra de tal suerte que en casos de utilidad pública el 

interés general primara sobre el particular.  

LEGISLACIÓN ACTUAL 

Como vimos anteriormente, es solo a través de la CPN de 1991 que el legislador señala que 

deberá establecer estos motivos de interés público y social, razón por la cual la Ley 9ª de 

1989 no establecía unos motivos muy claros para que operara la expropiación u enajenación 

voluntaria. 

A partir del artículo 9º se desarrollaría, este procedimiento hoy modificado y derogado por 

la ley 388 de 1997, dejando vigente únicamente lo referente a la elaboración y presentación 

de la oferta de compra, sobre la cual hablaremos más adelante, así como lo atinente a las 

causales que dan lugar a iniciar al proceso de expropiación judicial contenida en los artículos 

20 y siguientes ibidem. 

Con la Ley 388 de 1997 ya se fijarían unas causales claras para acceder al procedimiento de 

enajenación voluntaria y expropiación introduciendo la figura de la expropiación 

administrativa mediante la declaratoria de condiciones de urgencia. 
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AUTORIDADES FACULTADAS PARA INICIAR UN PROCESO DE 

EXPROPIACIÓN 

Para entrar en materia, es importa tener claro cuales son esas autoridades facultadas para 

iniciar un proceso de expropiación ya sea por vía judicial o administrativa, puesto que esto 

hace parte de la fase preliminar en donde se corroboran los insumos técnicos y jurídicos que 

debe tener la administración para llevar a cabo un proceso de expropiación.  

el artículo 59 de la Ley 388 de 1997 señala lo siguiente: “Además de lo dispuesto en otras 

leyes vigentes, la Nación, las entidades territoriales, las áreas metropolitanas y asociaciones 

de municipios podrán adquirir por enajenación voluntaria o decretar la expropiación de 

inmuebles para desarrollar las actividades previstas en el artículo 10 de la Ley 388 de 1997. 

Los establecimientos públicos, las empresas industriales y comerciales del Estado y las 

sociedades de economía mixta asimiladas a las anteriores, de los órdenes nacional, 

departamental y municipal, que estén expresamente facultadas por sus propios estatutos 

para desarrollar alguna o algunas de las actividades previstas en el artículo 10 de dicha ley, 

también podrán adquirir o decretar la expropiación de inmuebles para el desarrollo de 

dichas actividades” (Ley 388 de 1997, por la cual se expide la ley de desarrollo territorial. 

Julio de 1997) 

Cabe señalar que en virtud del artículo 61 A de la ley 388 de 1997 la administración podrá 

efectuar expropiaciones en favor de particulares siempre y cuando se celebre contrato o 

convenio entre la entidad que de acuerdo por su naturaleza se ajuste al proyecto a desarrollar 

y el particular solo en los siguientes casos: 

a. Programas y proyectos de renovación urbana, de conformidad con los objetivos y 

usos del suelo establecidos en los planes de ordenamiento territorial; 

b. Unidades de actuación urbanística, conforme lo previsto en el artículo 44 de esta 

ley; 

c. Actuaciones urbanas integrales formuladas de acuerdo con las directrices de las 

políticas y estrategias del respectivo plan de ordenamiento territorial, según lo 

previsto en los artículos 113 y siguientes de la Ley 388 de 1997; 

d. Macroproyectos de Interés Social Nacional (MISN) que se encuentren en curso de 

acuerdo con la Sentencia C-149 de 2010, y e. Proyectos Integrales de Desarrollo 
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Urbano (PIDU). (Ley 388 de 1997, por la cual se expide la ley de desarrollo 

territorial. Julio de 1997) 

4. QUIENES SON LOS DESTINATARIOS DE LOS PROCESOS DE 

ENAJENACIÒN VOLUNTARIA Y EXPROPIACIÓN: 

Serán destinatarios de estos procesos los titulares de derecho de dominio de los inmuebles 

que se encuentren debidamente afectados dentro de las causales taxativas contempladas en 

el artículo 58 de la Ley 388 de 1997 así: 

“Para efectos de decretar su expropiación y además de los motivos determinados en otras 

leyes vigentes se declara de utilidad pública o interés social la adquisición de inmuebles 

para destinarlos a los siguientes fines” 

a) Ejecución de proyectos de construcción de infraestructura social en los sectores de la 

salud, educación, recreación, centrales de abasto y seguridad ciudadana; 

b) Desarrollo de proyectos de vivienda de interés social, incluyendo los de legalización de 

títulos en urbanizaciones de hecho o ilegales diferentes a las contempladas en el artículo 53 

de la Ley 9ª de 1989, la rehabilitación de inquilinatos y la reubicación de asentamientos 

humanos ubicados en sectores de alto riesgo; 

c) Ejecución de programas y proyectos de renovación urbana y provisión de espacios 

públicos urbanos; 

d) Ejecución de proyectos de producción, ampliación, abastecimiento y distribución de 

servicios públicos domiciliarios; 

e) Ejecución de programas y proyectos de infraestructura vial y de sistemas de transporte 

masivo; 

f) Ejecución de proyectos de ornato, turismo y deportes;  

g) Funcionamiento de las sedes administrativas de las entidades públicas, con excepción de 

las empresas industriales y comerciales del Estado y las de las sociedades de economía 

mixta, siempre y cuando su localización y la consideración de utilidad pública estén 

claramente determinados en los planes de ordenamiento o en los instrumentos que los 

desarrollen; 

h) Preservación del patrimonio cultural y natural de interés nacional, regional y local, 

incluidos el paisajístico, ambiental, histórico y arquitectónico;  

i) Constitución de zonas de reserva para la expansión futura de las ciudades; 

j) Constitución de zonas de reserva para la protección del medio ambiente y los recursos 

hídricos; 
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5.PROCESO DE EXPROPIACION JUDICIAL. 

por su parte el proceso el título III art 399 del código general del proceso, nos regula el 

proceso de expropiación por vía judicial, este proceso se caracteriza por ser especial. Su 

trámite inicia de la siguiente forma:  

1. PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA. En firme la decisión y de acuerdo con la 

constancia de ejecutoria, dentro de los 3 (tres) meses siguiente debe presentarse la A 

partir de la fecha de constancia una vez en firme la resolución de expropiación, la 

entidad puede presentar la demanda dentro de los tres (3) meses siguientes, so pena 

de que dicha resolución y las inscripciones que se hubieren efectuado en las oficinas 

de registro de instrumentos públicos pierdan fuerza ejecutoria, sin necesidad de 

pronunciamiento judicial o administrativo alguno. El registrador deberá cancelar las 

inscripciones correspondientes, a solicitud de cualquier persona, previa constatación 

del hecho. Desde la presentación de la demanda, a solicitud de la entidad demandante, 

se decretará La entrega anticipada del bien, siempre que aquella consigne a órdenes 

del juzgado el valor establecido en el avalúo aportado. Si en la diligencia el 

demandado demuestra que el bien objeto de la expropiación está destinado 

exclusivamente a su vivienda, y no se presenta oposición, el juez ordenará entregarle 

previamente el dinero consignado, siempre que no exista gravamen hipotecario, 

embargos, ni demandas registradas 

2. ADMISIÓN DE LA DEMANDA:   Admitida la demanda se correrá traslado de la 

misma al demandado por el término de tres (3) días y si es inadmitida debe subsanarse 

dentro de los cinco (5) días siguientes y de rechazarse se debe retirar la misma. 

3. DESACUERDO CON EL AVALÚO DE LA ENTIDAD: Cuando el demandado 

esté en desacuerdo con el avalúo o considere que hay lugar a indemnización por 

conceptos no incluidos en él o por un mayor valor, deberá aportar un dictamen pericial 

elaborado por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC) o por una lonja de 

propiedad raíz, del cual se le correrá traslado al demandante por tres (3) días. Si no 

se presenta el avalúo, se rechazará de plano la objeción formulada. 

A petición de la parte interesada y sin necesidad de orden judicial, el Instituto Geográfico 

Agustín Codazzi (IGAC) rendirá las experticias que se le soliciten, para lo cual el solicitante 
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deberá acreditar la oferta formal de compra que haya realizado la entidad. El Gobierno 

Nacional reglamentará las tarifas a que haya lugar. 

En los procesos de expropiación judicial adelantados en vigencia del Código de 

Procedimiento Civil, donde el despacho judicial ya ha nombrado peritos para la rendición de 

la experticia, luego de ser presentada ésta, las partes pueden solicitar aclaración u objeción y 

una vez resueltas el despacho fijará la indemnización correspondiente.  

CONTRA QUIEN SE PRESENTA LA DEMANDA: La demanda se dirigirá contra: 

• Los titulares de derechos reales principales sobre los bienes y, si estos se encuentran 

en litigio, también contra todas las partes del respectivo proceso. 

• Igualmente se dirigirá contra los tenedores cuyos contratos consten por escritura 

pública inscrita. 

• Contra los acreedores hipotecarios y prendarios que aparezcan en el certificado de 

registro. 

DOCUMENTOS QUE DEBEN ACOMPAÑAR LA DEMANDA: Es muy importante 

tener presente que la demanda en un proceso de expropiación vía judicial tiene como 

obligatoriedad acompañarse de los siguientes documentos:  

-Copia de la resolución vigente que decreta la expropiación 

-Un avalúo de los bienes objeto de expropiación 

-Si se trata de bienes sujetos a registro, un certificado acerca de la propiedad y los 

derechos reales constituidos sobre ellos, por un período de diez (10) años, si fuere 

posible. 

6. ¿CÓMO BENEFICIAN LOS PROCESOS DE EXPROPIACION AL 

DESARROLLO URBANO? 

 

Sin duda alguna, los procesos de expropiación son un proceso técnico que permite a la 

administración llevar a cabo obras publicas de gran impacto social que contribuyan con el 

plan de ordenamiento territorial de una ciudad.  
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“El Ordenamiento territorial hace referencia específicamente a la legislación Estatal sobre 

planificación, cuyo objetivo principal es el de armonizar la ocupación del espacio teniendo 

siempre como premisa las particularidades de los habitantes del territorio, mismas que 

deben ser contempladas dentro de los procesos de planificación de desarrollo que realiza la 

Administración, en este sentido se ha pronunciado la Corte Constitucional Colombiana al 

establecer que: 

 

“La función de ordenamiento del territorio comprende una serie de acciones, 

decisiones y regulaciones, que definen de manera democrática, participativa, 

racional y planificada, el uso y desarrollo de un determinado espacio físico 

territorial con arreglo a parámetros y orientaciones de orden demográfico, 

urbanístico, rural, ecológico, biofísico, sociológico, económico y cultural. Se trata, 

ni más ni menos, de definir uno de los aspectos más trascendentales de la vida 

comunitaria como es su dimensión y proyección espacial. Pocas 

materias como esta involucra un mayor número de relaciones y articulaciones entre 

los miembros de la sociedad y su entorno cultural y natural; también, por esta misma 

razón, son innumerables y delicadas las tensiones que subyacen a su regulación y los 

extremos que deben ponderarse y resolverse justa y equilibradamente1.” 

Por tanto, los procesos de expropiación facilitan que el plan de ordenamiento territorial se 

pueda ejecutar y de esta forma llevar a cabo obras de gran impacto social que beneficien a 

una gran parte de la comunidad. De esta manera se puede llevar a cabo “el aprovechamiento 

sostenible del suelo, basado, especialmente, en estrategias de uso, ocupación y manejo del 

territorio.” 

El ordenamiento territorial y los procesos de expropiación predial son elementos necesarios 

para el adecuado crecimiento y desarrollo de las ciudades que conforme transcurre el tiempo 

necesitan de nuevos espacios que permitan a la comunidad tener una mejor calidad de vida. 

Estos proyectos la gran mayoría de veces no se pueden llevar a cabo sin un proceso de 

expropiación, pues en la gran mayoría de ocasiones para poder brindarle a los habitantes una 

condición de vida optima es necesario realizar estudios de planificación en donde la mayoría 

 
1 4 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL Sentencia C - 795 de 2000. 29 de junio de 2000. Magistrado 
Ponente, CIFUENTES MUÑOS, Eduardo. Disponible en internet: 
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=5930. [Con acceso el 19 – 07 – 2014]. 
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de las veces se ven involucradas propiedades de dominio privado que para desarrollar las 

obras necesitan pasar a nombre la administración y de esta forma adelantar la ejecución del 

proyecto.  Entonces como beneficio, el proceso de expropiación es una herramienta que la 

administración tiene para llevar a cabo el desarrollo de obras publicas que beneficien a gran 

escala a la comunidad y generen un desarrollo económico, sostenible, cultural y de amplio 

impacto a la ciudad o un territorio determinado.  

7. ¿CÓMO SE LLEGA A DECIDIR SI EL PROCESO DE EXPROPIACION SE VA 

A LLEVAR A CABO POR VIA JUDICIAL O ADMINISTRATIVA? 

Se tiene que el artículo 58 de la Constitución Política dispone que en ambas modalidades 

deben:  

i) existir motivos de utilidad pública o de interés social definidos por el legislador y  

ii) una decisión judicial o administrativa de por medio, según sea el caso, esta última 

sujeta a la posterior acción contencioso-administrativa, incluso respecto del 

precio.  

En este orden de ideas, cabe resaltar, entre otras particularidades, que la expropiación por 

sentencia judicial es la regla general dentro de las modalidades de expropiación y se presenta 

como consecuencia del fracaso de la etapa de negociación voluntaria, sea porque el 

propietario se niegue a negociar, porque guarde silencio, o porque no cumple con el negocio. 

Igualmente, se destaca que este tipo de expropiación se lleva a cabo por medio de una 

resolución, la cual, una vez en firme, permite a la Administración demandar al propietario 

del inmueble, ante la jurisdicción civil, para que en sentencia judicial, por medio del proceso 

especial de expropiación contenido en las Leyes 9ª de 1989, 388 de 1997 y en el Código de 

Procedimiento Civil, se lo entregue.  

La diferencia que se tiene con la expropiación administrativa es que también se presenta 

luego de fracasada la negociación entre la Administración y el propietario, pero que es 

excepcional en la medida en que es necesario que se configure una emergencia imprevista, 

en cuyo caso la ley autoriza la declaración de urgencia para adquirir el predio, es decir, sólo 

procede cuando la destinación del bien expropiado sea para alguno de los fines previstos 

expresamente en la ley (artículo 63 Ley 388 de 1997), previa declaratoria de urgencia, cuyas 

causales también están expresamente delimitadas en la misma normativa (artículo 65, 

ibídem). 
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¿QUE PERJUICIOS QUE SUFREN LAS PERSONAS PROPIETARIAS DE LOS 

PREDIOS, ASÍ COMO TAMBIÉN TERCEROS QUE SE VEN INVOLUCRADOS 

EN ESTE PROCESO? 

 

Antes de enfocarnos en este punto es importante señalar que “La responsabilidad 

patrimonial del Estado se presenta entonces como un mecanismo de protección de los 

particulares frente al aumento de la actividad del poder público, el cual puede ocasionar 

daños, que son resultado normal y legítimo de la propia actividad pública, al margen de 

cualquier conducta culposa o ilícita de las autoridades, por lo cual se requiere una mayor 

garantía jurídica a la órbita patrimonial de los particulares. Por ello el actual régimen 

constitucional establece entonces la obligación jurídica a cargo del Estado de responder por 

los perjuicios antijurídicos derivados de la acción u omisión de las autoridades públicas, lo 

cual implica que una vez causado el perjuicio antijurídico y éste sea imputable al Estado, se 

origina un traslado patrimonial del Estado al patrimonio de la víctima 

por medio del deber de indemnización” 

Esta acepción de daño antijurídico ha sido expuesta por la jurisprudencia del Consejo de 

Estado quien en sentencia del 13 de julio de 1993, Expediente 8163 indicó: 

"Del daño antijurídico ha dicho la Sala en varias providencias cuyo apoyo se ha 

buscado en la doctrina y en la jurisprudencia españolas, que equivale a la lesión de 

un interés legítimo, patrimonial o extrapatrimonial que la víctima no está en 

obligación de soportar; de esta manera, se ha desplazado la antijuricidad de la causa 

del daño al daño mismo, constituyendo un elemento estructural del daño 

indemnizable y objetivamente comprobable. Quizás sea esta característica la que ha 

inclinado a pensar que ha ocurrido un tránsito, por imperio constitucional de una 

responsabilidad de tipo subjetivo a otro objetivo. Esa conclusión no corresponde a 

la realidad. 

La ilicitud o antijuricidad del daño están ínsitos en el daño mismo sin referencia 

alguna a la licitud o ¡licitud de su causa; en otras términos, el daño antijurídico 

puede ser el  efecto de una causa ilícita, pero también de una causa lícita. Esa doble 

causa corresponde, en principio a los regímenes de responsabilidad subjetiva y 

objetiva.  
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Uno y otro régimen adquieren puntos de distinción en cuanto tiene que ver con la 

imputación del daño, que como se dijo, es el segundo elemento indispensable para 

que la responsabilidad de, la administración sea declarada; dicho de modo diferente, 

no basta con que exista un daño antijurídico sufrido por una persona; es menester, 

además, que dicho daño sea imputable, vale decir, atribuido jurídicamente al 

Estado…”2 

Resulta claro que esta acepción del daño antijurídico como fundamento del deber de 

reparación del Estado armoniza plenamente con los principios y valores propios del Estado 

Social de Derecho, pues al propio Estado corresponde la salvaguarda de los derechos y 

libertades de los particulares frente a la actividad de la administración. 

como punto de partida el artículo 58 de Constitución Política aunque no exige una restitución 

plena en la que se incluya adicional a los perjuicios materiales (lucro cesante y daño 

emergente) los perjuicios morales, se hace necesario encontrar la forma de al menos 

compensarlo para alcanzar una reparación de carácter integral.  

Conclusión 

Finalmente, y luego de haber trasegado muy sucintamente por los elementos centrales 

teóricos y prácticos que ilustran y caracterizan la esencia del objetivo planteado para alcanzar 

en la presente monografía, podemos concluir que la adquisición de los predios para la 

ejecución de obras públicas en el proceso de desarrollo de una localidad es definitivamente 

no solo un camino para poder ejecutar obras que generen un amplio impacto en una sociedad 

determinada en Colombia, sino que es la etapa vital de todo el proceso que va desde la 

estructuración y planificación de un proyecto de interés público, hasta la ejecución, 

terminación y puesta en servicio de la obra. 

Existen normas y procedimientos establecidos y reglamentados para adquirir los predios que 

se requieran para la construcción de obras de interés público.  

Las administraciones locales, regionales y nacionales tienen herramientas técnicas, jurídicas 

y financieras para proceder en oportunidad y con la celeridad requerida a la compra de los 

terrenos afectados por una obra de interés comunitario.  

 
2 Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera. Sentencia del 13 de 
julio de 1993, Expediente 8163. C.P.: Juan de Dios Montes Hernández. 
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Las necesidades de actuación de las administraciones de cualquier región o localidad se 

planifican con bastante anticipación y en función de las prioridades; se fija un orden de 

ejecución de las obras, el cual se incluye en documentos públicos, que facilitan su supervisión 

y fiscalización por parte de los entes de control. 

Los planes de ordenamiento territorial definidos por la Ley deben ser respetados por los 

gobernantes de turno, de manera que las necesidades prioritarias de la comunidad no se 

manejen por medio de intereses meramente personales. Todos los procedimientos instituidos 

y las normativas debidamente legalizadas fueron concebidas esencialmente para honrar y 

proteger a la comunidad, garantizando que las obras publicas que se planifiquen y ejecuten 

en su territorio o 

jurisdicción, sean las que se requieren para disfrutar de la mejor opción de vida en su entorno 

y deben ser de obligatorio cumplimiento por parte de las administraciones de turno. 

No obstante, lo anterior y la real sencillez que caracteriza la adquisición de un predio en 

Colombia, las entidades públicas, oficiales o estatales, se las arreglan en nuestro país para 

convertir esta etapa básica y elemental del proceso de construcción de una obra pública de 

beneficio comunitario en un complejo proceso, lleno de inconvenientes, tropiezos y demoras, 

que en ocasiones pueden llegar a impedir la terminación de la obra o aún su propio inicio. 

Con el análisis realizado establecimos que a pesar de que la Ley tiene regulado los procesos 

de enajenación voluntaria y expropiación por vía judicial y administrativa, estos no se ajustan 

a la realidad de los procedimientos que deben adelantar los propietarios de aquellos que 

presenta afectaciones de tipo legal que requieren de un saneamiento previo, tal y como es el 

caso de los embargos, hipotecas, afectaciones a vivienda familiar y patrimonio de familia 

entre otros, razón por la cual es importante que para casos de adquisición predial para obras 

de utilidad pública la ley debería contemplar procesos abreviados para que los propietarios 

puedan sanear en un término prudencial las afectaciones legales que presenten los inmuebles 

al momento de negociarlos con el Estado. Lo anterior teniendo en cuenta que los términos 

legales para sanear la propiedad por parte de los propietarios se extienden en el tiempo, al 

tener que acudir a otros procedimientos que igual contemplan otros plazos para su 

saneamiento tal y como se estableció del análisis efectuado a los predios de los proyectos 

analizados. 
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